LEGISLATURA  DEL  ESTADO

EXPOSICION  DE  MOTIVOS

INICIATIVA PRESENTADA POR EL ING. ALBERTO CARDENAS JIMENEZ;  GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

CON FECHA:13 DE OCTUBRE DE 1999. 

DECRETO:   18344.
CONSTITUCION  POLITICA 

DEL ESTADO DE JALISCO

CC. DIPUTADOS  SECRETARIOS  DEL

HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO
P R E S E N T E:


Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 28 fracción II, 36, 46, 50 fracciones I y XXIII de la Constitución Política; 1°, 2°, 19 fracciones I y II, 20, 21 y 22 fracciones I y XXII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; los dos Ordenamientos de esta Entidad Federativa y por su digno conducto, tengo a bien someter a la consideración de esa Honorable Representación Popular “INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSOS ARTICULOS DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO”, la cual formulo en base en la siguiente: 

EXPOSICION  DE  MOTIVOS

I.-  El artículo 28 fracción II, de la Constitución Política del Estado de Jalisco señala que es facultad del Titular del Poder Ejecutivo, la de iniciar leyes y decretos y sus posteriores reformas y modificaciones.

II.- Las Leyes representan la cristalización de los deseos más puramente genuinos de los pueblos en la búsqueda de una mejor convivencia entre los individuos y las instituciones que los integran.

Las Leyes no son perfectas, son perfectibles y susceptibles de corregir y mejorar en aquellos aspectos en los que la práctica y el ejercicio cotidiano parecen contraponerse, limitar o al menos dificultar la buena marcha de la relación entre autoridades y entre autoridades y ciudadanos. 

Es indudable que la sociedad actual, cada vez más compleja, cada vez más cambiante, exige revisar el marco jurídico que contiene las disposiciones normativas de su interrelación y en este orden de ideas, también se hace necesario que la legislación estatal, sea objeto de un análisis, revisión y adecuación a las actuales circunstancias políticas, sociales y económicas que vive Jalisco.

Para ello, debemos ser capaces de asumir cada uno de los actores sociales y políticos nuestra responsabilidad y el papel que nos toca desempeñar en este proceso. 
El orden social y jurídico que estamos construyendo debe estar cimentado en leyes e instituciones que faciliten el desarrollo de nuevos liderazgos, que garantice el  respeto de los derechos humanos, que tenga una visión trascendente de nuestras acciones, en pocas palabras, en donde el ser humano pueda desarrollarse plenamente.

III.- En este sentido, una de las tareas del Ejecutivo que realiza por conducto de la Secretaría General de Gobierno es la de revisar el marco normativo estatal y proponer la creación o en su caso actualización constante de las leyes, apoyados en la participación de la ciudadanía.
IV.- Para dar cumplimiento a esta exigencia jurídica necesaria, en el mes de Abril de 1999, el Titular del Ejecutivo del Estado promovió el establecimiento de la Mesa Central para la Reforma Política y Electoral del Estado de Jalisco que se integró por el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial del Estado, los Coordinadores de los Grupos Parlamentarios del Partido Acción Nacional, Partido de la Revolución Democrática y Partido Verde Ecologista de México, todos del Congreso del Estado de Jalisco, y los Presidentes Estatales de los Partidos Mencionados con anterioridad, misma que convocó a partidos y organizaciones políticas, asociaciones civiles y sociales, universidades y ciudadanía en general a participar en los Foros de Consulta para complementar la Reforma Política. 

Asimismo la Mesa Central determinó la creación de cuatro mesas especializadas en los temas de: Reforma Electoral, Órganos de Fiscalización, Relación y Fortalecimiento de los Poderes Públicos, y Reforma Municipal. Estas mesas especializadas de trabajo se integraron con representantes del Ejecutivo, del Poder Judicial, de Universidades y de los partidos políticos participantes y fue la base de donde surgieron propuestas concretas de reforma que en su momento fueron consideradas por la Mesa Central para la Reforma Política y Electoral del Estado en la redacción definitiva de este documento. 

V.- La mesa central convocó a la realización de foros de consulta regional en las ciudades de Tepatitlán, Autlán de Navarro, Puerto Vallarta y Zapotlán el Grande y cuatro foros en la Zona Metropolitana de Guadalajara, tres de ellos en las sedes de los poderes del Estado y el cuarto en el Palacio Municipal de Guadalajara, con el objeto de profundizar en el fortalecimiento de nuestro Sistema Político Democrático a través de temas como, la relación y fortalecimiento de los poderes públicos, reforma electoral, reforma municipal y órganos de fiscalización, de suerte que se propusieran reformas, modificaciones o adiciones a la Legislación relacionada con estos cuatro ámbitos de vital importancia para nuestro Estado.
VI.- Como resultado de dichos foros, se obtuvieron 494 propuestas y aunque varias ya se encontraban consideradas y resueltas en nuestra legislación, se tomaron en cuenta diversos puntos trascendentes para dar  cumplimiento a la tarea de actualizar nuestro orden normativo. Estas propuestas fueron analizadas en primer lugar por las mesas especializadas.

VII.- Uno de los más grandes retos que enfrentamos todos para avanzar en el proceso democrático que vive el Estado, es formular reglas claras, equitativas, eficaces y justas que garanticen procesos electorales limpios. 

Es necesario que el Estado promueva el fortalecimiento de las Instituciones y organismos electorales, propiciando su desarrollo integral con plena autonomía e independencia. Es por ello que en materia Electoral se llegó a consensos tales como:

a). La eliminación de la representación del Poder Legislativo en la integración del Consejo Electoral; esta medida permitiría una mayor participación ciudadana en el Consejo Electoral, coadyuvando a la imparcialidad de este órgano, al sustraer de su integración, la representación de una autoridad en funciones; y 

b). La modificación del porcentaje, de dos al dos puntos seis por ciento, para que los partidos políticos tengan derecho a participar en el procedimiento de asignación de diputados según el principio de representación proporcional.

VIII.- Con el fin de profesionalizar aún más el Órgano de Fiscalización dependiente del Congreso del Estado, se establece que el Contador Mayor de Hacienda, no deberá haber tenido cargo directivo o de representación en algún partido político durante los últimos diez años, ni desempeñar otro empleo, cargo o comisión, sin embargo sí se le permite desempeñar cargos de docencia y los no remunerados en asociaciones científicas, artísticas o de beneficencia, por considerar que éstos no atentan contra la imparcialidad debida en esta importante tarea.
IX.- En lo referente al tema de Relaciones y Fortalecimiento de los Poderes Públicos del Estado, se reformaron los artículos 60, 61 y 64 de la Constitución Política del Estado de Jalisco y se propuso un artículo transitorio, para efectos de precisar y clarificar el procedimiento de elección, reelección y ratificación de Magistrados y Consejeros del Poder Judicial, estableciendo términos concretos para todos los participantes en dicho proceso, a fin de evitar confusiones o interpretaciones personales al respecto, todo ello, en beneficio de la buena marcha del Poder Judicial; para ello, se sustituye, en el caso de los magistrados, la figura de la reelección por la ratificación.

Los miembros de la Mesa Central consideraron oportuno establecer en la Constitución un término al Congreso del Estado a fin de dar certidumbre en cuanto a la conducción de la Procuraduría General del Estado. Para ello, se establece el  término de treinta días hábiles para que la Legislatura Local se pronuncie respecto a la ratificación de la designación que haga el titular del Ejecutivo del Procurador General de Justicia del Estado.

Es importante destacar la reforma en cuanto a la disminución de la edad, de veintiuno a dieciocho años, como requisito para ser diputado, lo cual permitiría establecer la posibilidad jurídica de acceder a esta representación popular a jóvenes que pueden aportar en beneficio del Estado; y en cuanto a la ampliación del término, de tres a cuatro años, en la duración del cargo de diputados, se llegó a la conclusión de que resulta más favorable para el Estado ampliar dicho término ya que, se logrará un mayor nivel de especialidad y calidad  en el desarrollo del trabajo parlamentario.
La reducción del número de integrantes del Congreso del Estado, para quedar con un número impar de treinta y nueve diputados.

Para efectos de agilizar el trámite de presentación y aprobación del gasto público del Poder Judicial, se establece, que su presupuesto de egresos sea remitido por el Presidente del Supremo Tribunal directamente al Congreso del Estado para su conocimiento y al titular del Poder Ejecutivo para su inclusión en el Proyecto de Presupuesto de Egresos del Estado.
Se amplía el periodo de ejercicio del Presidente del Supremo Tribunal de Justicia de dos a cuatro años a partir de la próxima elección, con la intención de facilitar la realización de proyectos a mediano y largo plazo y no ver truncados los programas y actividades derivadas de los mismos por la limitante temporal en cuanto a su periodo de duración en el cargo. 

X.- Por lo que respecta a la materia Municipal, en la pasada reforma de 1997 uno de los temas que más vivo interés causó a la sociedad en general fue el relativo al Municipio, sin embargo, este tema no sufrió grandes reformas. En esta ocasión, los actores políticos representados en la mesa central consideraron de suma importancia complementar dicha reforma a la luz de las recientes modificaciones al artículo 115 Constitucional, aprobadas por el Congreso de la Unión y en proceso de aprobación por el Constituyente Permanente.

Con la presente iniciativa se pretende, la promoción del municipio como espacio de gobierno, vinculado a las necesidades cotidianas de la población; y la integración plural de los ayuntamientos ya que la fuerza de la participación ciudadana constituye un gran activo para lograrlo. Municipios con mayor libertad y autonomía serán fuentes de creatividad y de nuevas iniciativas; municipios con mayores responsabilidades públicas serán fuente de mejores gobiernos.

Por ello se consideró procedente reformar el artículo 73 fracción I, con la intención de reconocer expresamente el carácter del municipio como un ámbito de gobierno. Fue entonces necesario sustituir en esta fracción el término “administrar” por el de “gobernar”, para dejar claro el cometido general del Ayuntamiento como órgano de gobierno del municipio. 
Otro punto trascendente es el relativo a la figura del Síndico. Con la presente iniciativa se pretende dejar en claro que el Cabildo está conformado por el presidente municipal, vicepresidente, regidores y síndico, y éstos -todos- deben ser electos popularmente. El artículo 73 en su segunda fracción dice ahora “Los ayuntamientos se integrarán por un presidente, un vicepresidente, un síndico, y el número de regidores de mayoría relativa y de representación proporcional quienes serán electos popular y directamente, en el número, las bases y los términos que señale la ley de la materia”, se exige además, para ser síndico, los requisitos que son necesarios para ser Presidente, vicepresidente y Regidor y tener cuando menos veinticinco años de edad y, en los municipios en que el Cabildo esté integrado por catorce o más regidores, contar con título de Abogado o Licenciado en Derecho, esto en virtud de la naturaleza de la figura en cuestión que exige conocimientos especializados en esta materia para poder cumplir cabalmente con su función.

Otro aspecto trascendente que se pretende con la presente iniciativa es el de permitir a los Ayuntamientos la afectación del patrimonio inmobiliario municipal, sin que se haga necesaria la aprobación del Congreso, pero exigiendo como requisito un dictamen previo, justificativo del acto, elaborado por la comisión edilicia que corresponda y aprobado por una mayoría calificada de los miembros del Cabildo. 

En el aspecto referente a los servicios públicos municipales, se amplió el catálogo de éstos, agregando la asistencia social; la policía preventiva municipal; la limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos no peligrosos; así como el drenaje, tratamiento y disposición de aguas residuales. 

Con la nueva redacción al artículo 81, los municipios se podrán asociar libremente para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan, si son de un mismo Estado, y si son de dos o más Estados tendrán que acudir a la legislatura para su aprobación. En ambos casos se amplía la posibilidad de asociación no sólo para la más eficaz prestación de servicios públicos sino también para el ejercicio de sus funciones públicas. A lo anterior se suma la vía de convenir con el Estado un esquema de asunción de servicios o funciones municipales o bien, de coordinación entre ambos.
Se considera necesario señalar, que la facultad que se otorga a la legislatura del Estado para que autoricen la asociación de municipios de diferentes estados, de ninguna manera debe entenderse en demérito de las asociaciones municipales de derecho privado que existan bajo la figura de asociaciones civiles y las que se puedan crear a futuro, ya que en éste supuesto estamos en presencia de una asociación, ilimitada en términos de derecho común, atendiendo al doble carácter de la persona moral denominada municipio. En éste último caso, -a diferencia de la que se ocupa la presente reforma-, el municipio actúa en términos de persona moral de derecho privado como atributo de su personalidad jurídica.
Al artículo 89 se le adiciona un segundo párrafo para constituir la obligación de que “las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de los Estados o de los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público”.

Lo anterior responde al hecho de que dichos bienes e instituciones o personas que los utilizan, demandan los mismos servicios municipales que otros bienes que no tienen la calidad de bienes del dominio público y que sin embargo si tributan impuesto predial. 
Tomando en cuenta las exposiciones aludidas con anterioridad y con fundamento en los preceptos jurídicos señalados, por su digno conducto, tengo a bien presentar a esa Honorable Legislatura:

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSOS ARTICULOS DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO.
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